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LA REFORMA DEL ESTADO DE PARTIDOS  
A DEBATE

Carlos Garrido López
Eva Sáenz Royo

Profesores de Derecho Constitucional
Universidad de Zaragoza

«Los partidos políticos —señalaba Alexis de Tocqueville 1— son un 
mal inherente a los gobiernos libres. [...] Con ellos, y su afán por con-
quistar y conservar el poder, la libertad peligra, pero sin su concurso 
competitivo lo cierto es que la libertad no existe». Desde entonces su 
fama no ha mejorado mucho, pero, pese a su acreditada crisis de legiti-
midad, incrementada en las últimas décadas, la importancia de los par-
tidos políticos no ha hecho sino crecer hasta el punto de convertirse en 
piezas insustituibles de la democracia moderna, también denominada, 
precisamente por el protagonismo adquirido por los partidos políticos, 
«democracia de partidos».

Debido a la crisis que padecen, en una obra de reciente publicación Pe-
ter Mair afirma provocadoramente que «la era de la democracia de parti-
dos ha pasado» y que estos «ya no parecen ser el soporte de la democracia 
en su forma presente» 2, pero, como acabamos de afirmar, poco hay más 
incierto. Y si hoy leyera este aserto Hans Kelsen, no dudaría en utilizar se-
guramente las mismas palabras con las que refutó en Esencia y valor de la de-
mocracia (1929) los embates que los teóricos de la monarquía constitucional 
lanzaban contra los partidos: que, pese a sus defectos, «solo por ofuscación 
o dolo puede sostenerse la posibilidad de la democracia sin partidos políti-
cos. Porque la democracia, necesaria e inevitablemente, requiere un Estado 
de partidos» 3. Ni sobran ni son redundantes de otra clase de participación 
política y, hoy por hoy, siguen siendo sin alternativa posible los principales 
instrumentos de autoorganización de la democracia de masas.

1  A. de Tocqueville, De la democracia en América, Libro I, Parte II, Capítulo II, edición 
crítica y traducción de Eduardo Nolla, Madrid, Trotta, 2010, p. 348.

2  P. Mair, Gobernando el vacío: la banalización de la democracia occidental, Madrid, Alianza 
Editorial, 2015, p. 21.

3  H. Kelsen, Esencia y valor de la democracia, Barcelona, Labor, 1977, p. 37.
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12  Carlos Garrido López y Eva Sáenz Royo

Los partidos reducen la complejidad social, racionalizan la lucha 
por el poder y organizan la representación del pueblo en el Estado, 
en cuyas instituciones los ciudadanos existen políticamente «y son re-
presentados mediante los partidos y por los partidos» 4. Los partidos 
transforman las orientaciones y actitudes ciudadanas en programas de 
acción política. Convierten las necesidades y deseos más o menos di-
fusos en pretensiones precisas a satisfacer por los poderes públicos e 
inducen nuevas expectativas y demandas. Los partidos seleccionan de 
entre sus filas a la clase política dirigente y colaboran en su implanta-
ción y renovación; proporcionan las personas destinadas a ser titulares 
o portadores de los órganos políticos estatales y legitiman el sistema 
político, dotando de representatividad a los diversos órganos de ex-
presión formalizada de la voluntad colectiva. Sin su intermediación en 
el proceso organizativo llevado a cabo formalmente por la legislación 
electoral no cabría, de hecho, inducir ni expresar dicha voluntad gene-
ral, que no es una ficción orgánica, sino la agregación de una plurali-
dad de voluntades e intereses articulados por los partidos en el seno de 
las instituciones. Una voluntad que antes se construye o conforma en el 
interior de los propios partidos.

La centralidad de los partidos políticos no impide, sin embargo, que 
en la mayoría de los países democráticos persista una inquietante para-
doja fruto de la desproporción existente entre su protagonismo político 
y su precaria regulación. Los partidos no son poderes públicos, ni órga-
nos del Estado sometidos rigurosamente al Derecho, sino creaciones li-
bres cómodamente instaladas en un régimen jurídico tenue y poco rigu-
roso y tienden, invariablemente, al abuso de su posición dominante; un 
abuso que en el caso de nuestro país ha llegado a cuestionar seriamente 
la legitimidad del propio sistema democrático.

En los últimos años, en efecto, los partidos políticos han generado 
una extendida preocupación y sus prácticas, su organización y funcio-
namiento suscitan la crítica, e incluso el rechazo, de un buen número 
de ciudadanos, entre otras cosas, por su evidente falta de democracia 
interna, por su financiación irregular, que ha fomentado la corrupción 
política, y por su creciente injerencia en el funcionamiento y en el nom-
bramiento de los integrantes de otras instituciones de garantía que de-
bieran estar a salvo de la penetración partidista. Y debido al grado de 
intensidad y la falta de pudor que han llegado a alcanzar estas prácticas, 
hoy no hablamos solo de los problemas de los partidos políticos, sino 
de los propios partidos convertidos en problema, como ha subrayado 
Blanco Valdés 5.

Los partidos son organizaciones surgidas al amparo del derecho de 
asociación, pero los modos de su organización interna, la selección de 
sus candidatos electorales y su financiación no constituyen cuestiones 

4  G. Sartori, Elementos de teoría política, Madrid, Alianza Editorial, 1992, p. 240.
5  R. L. Blanco Valdés, «La caída de los dioses: de los problemas de los partidos a los 

partidos como problema», Teoría y realidad constitucional, núm. 35, 2015, pp. 149-182.
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La reforma del Estado de partidos a debate  13

privadas que afecten tan solo a sus afiliados. Al contrario, como ha se-
ñalado el Tribunal Constitucional, el grado de democracia de los par-
tidos, la calidad en el proceso de selección de sus líderes y su forma 
de sostenerse económicamente afectan «al funcionamiento democrático 
del Estado» 6 e inciden en la calidad y legitimidad de sus instituciones, 
que son actualizadas por los partidos y cuyos líderes avocan para sí la 
adopción de sus decisiones políticas.

El problema para el sistema democrático es que, dejados a su libre 
arbitrio, los partidos políticos tienden invariablemente a organizarse de 
modo oligárquico, y no solo por la inexorable ley de hierro a la que se 
ve sometida toda organización política y que el sociólogo Robert Mi-
chels analizó en Los partidos políticos (1911), sino por la propia naturaleza 
de los partidos, que persiguen la consecución efectiva del poder en un 
mercado muy competitivo. De ahí la necesidad de disciplinar su vida 
interna bajo pautas democráticas y de someter sus funcionamiento al 
esfuerzo racionalizador del Derecho.

El art. 6 de la Constitución de 1978 así lo exige, pero estamos ante 
otro mandato constitucional deficientemente desarrollado por el legis-
lador, incumplido por los partidos políticos y carente de operatividad. 
Los congresos y los órganos de dirección de los partidos se reúnen cuan-
do conviene al líder y cuando lo hacen son aclamatorios y ratificadores 
de decisiones ya adoptadas. El sistema de compromisarios o delegados 
para elegir, por ejemplo, a los dirigentes del partido, no satisface ningún 
parámetro democrático, ya que ni a los compromisarios se les exige ha-
cer pública su posición previamente a su elección, ni su voto en el con-
greso o asamblea es necesariamente público, exigencias básicas en todo 
sistema de elección indirecta, y como es conocido, los cargos internos y 
los candidatos electorales han venido siendo, en la mayoría de los par-
tidos, cooptados por la cúpula o designados directamente por el líder.

La Ley  54/1978, de 4 de diciembre, de Partidos Políticos, apenas 
contenía referencias a la democracia interna y fue la primera oportuni-
dad perdida por el legislador para inducir una cultura organizativa de-
mocrática. La Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos 
sustituyó a la citada, pero, sin negar el avance respecto a la regulación 
precedente, su aprobación supuso una nueva ocasión perdida para dis-
ciplinar la democracia en los partidos. La reforma de esta ley operada 
por Ley Orgánica 3/2015 ha incluido alguna mejora, como la previsión 
de «fórmulas de participación directa de los afiliados [...] en los proce-
sos de elección del órgano superior de gobierno del partido» (art. 7); 
mejora que, sin embargo, entra en contradicción con el art.  3.2.j) que 
prevé «la elección de los órganos directivos, bien directamente o por 

6  Los partidos políticos son, en expresión del Tribunal, «actores privilegiados del juego 
democrático que deben respetar en su vida interna unos principios estructurales y funcio-
nales mínimos al objeto de que pueda manifestarse la voluntad popular y materializarse la 
participación en los órganos del Estado a los que esos partidos acceden». STC 56/1995, de 6 
de marzo (FJ 3.º).
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representación». Lamentablemente, la Ley sigue sin regular la periodi-
cidad de los congresos, la convocatoria de congresos extraordinarios, 
la elección de los dirigentes del partido directamente por los afiliados 
mediante voto secreto, ni el derecho de voto individual y público de los 
delegados; no garantiza los derechos de las minorías ni la expresión del 
pluralismo interno, ni disciplina el proceso de designación y elección de 
candidatos electorales.

Libres de ataduras legales, los partidos desarrollaron tendencias 
caudillistas y concentraron en sus cúpulas los resortes para el acceso 
y exclusión de la política. Y solo recientemente, más por necesidad de 
legitimarse ante el electorado que por convicción, algunos partidos 
—pero no todos— han realizado esfuerzos de democratización y han 
implementado voluntariamente procesos de elecciones primarias para 
designar a sus principales candidatos electorales. Dichos procesos se 
han intensificado y generalizado en los dos últimos años en una di-
námica emuladora impulsada por la crisis política, aunque con des-
iguales resultados, puesto que en la mayoría de los partidos que han 
asumido esta forma de designación de candidatos la elección se ha 
saldado con escasa participación, denuncias de falta de transparencia 
y limitadas garantías, lo que puede terminar perjudicando electoral-
mente a los partidos que intentan democratizarse frente a sus compe-
tidores que, como el PP, siguen practicando, impertérritos, la «dedo-
cracia». De ahí que quienes apuestan decididamente por democratizar 
los partidos estén impulsando el debate en torno a la conveniencia y 
posibilidad de generalizar las primarias por ley, bien imponiéndolas 
a todos los partidos en la legislación electoral o bien incentivando su 
celebración a través de la financiación pública. A esta dinámica res-
ponden las propuestas programáticas de PSOE y Ciudadanos, y así 
se plasmó, incluso, en el Acuerdo para un gobierno reformista y de 
progreso que fue suscrito por ambos partidos el 24 de febrero de 2016. 
Lamentablemente, nada hay de ello en el Acuerdo de investidura sus-
crito por el PP y Ciudadanos el 28 de agosto de 2016, lo cual es lógi-
co conocida la aversión de la dirección popular hacia esta forma de 
designación de candidatos electorales. Una aversión que, preciso es 
reconocerlo, resulta compartida por una parte de la dirigencia de otras 
formaciones políticas.

Desde la recuperación de la democracia en España, la financiación 
de los partidos ha sido, por su parte, terreno abonado para todo tipo 
de prácticas irregulares y para la extensión de la corrupción política. 
La Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, fue un completo fiasco que nada 
regulaba y la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, que vino a sustituir-
la y sus sucesivas reformas de 2012 y 2015 no han erradicado la falta 
de transparencia y, pese a potenciar el modelo público de financiación 
partidista —o precisamente por ello—, han fracasado en su objetivo de 
reducir la influencia e injerencia de los grupos económicos y erradicar la 
corrupción en las prácticas financieras de los partidos políticos. De ahí 
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la necesidad de acometer una reforma en profundidad de la disciplina 
legal de la financiación de los partidos.

Otra de las grandes preocupaciones en torno a los partidos es su 
tendencia a la ocupación de todos los resortes del poder, y no solo en los 
parlamentos y los gobiernos, su ámbito natural, sino también mediante 
una constante labor de colonización de aquellas instituciones que no 
deberían jamás estar bajo el dominio directo o indirecto de las organiza-
ciones partidistas, como el Tribunal Constitucional, el Consejo General 
del Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas o los órganos reguladores. Y 
ello, porque son instituciones y órganos esenciales en el funcionamiento 
regular del Estado democrático de cuyo prestigio e imparcialidad de-
pende en gran medida la legitimidad de todo el sistema.

La eficacia funcional del Estado de Derecho reside en su capacidad 
para dividir y controlar el poder e institucionalizar un sistema de pesos 
y contrapesos que neutralice las inevitables tendencias a la concentra-
ción de poder que aquejan a quienes lo detentan, pero cuando los pode-
res del Estado están ocupados por miembros de los partidos, los límites 
y controles interróganos se relativizan y la división formal de poderes 
pasa a ser apenas un ritual más o menos dilatorio de la decisión previa-
mente adoptada en la cúpula del partido mayoritario, convertido en el 
«moderno príncipe» en acertada expresión de Gramsci.

La situación descrita es característica del denominado Estado de 
partidos, «cuya estructura, funcionamiento y ordenación reales están 
condicionadas por el sistema de partidos con relativa autonomía de su 
configuración jurídico formal», como describió García Pelayo 7. Pero 
este rasgo del Estado moderno pasa a ser especialmente grave cuando, 
como en el caso de nuestro país, los partidos también penetran y colo-
nizan instituciones de garantía y control y órganos reguladores e inde-
pendientes que, por su propia naturaleza, deben ser ajenos a la dinámi-
ca partidista: desde el Tribunal Constitucional hasta el Consejo General 
del Poder Judicial, pasando por el Defensor del Pueblo, el Tribunal de 
Cuentas, la Comisión Nacional de Mercado de Valores y el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, por citar tan solo las principales insti-
tuciones que se ven asoladas por la lógica y la penetración partidistas.

El perverso sistema de cuotas utilizado por los partidos para de-
signar a los integrantes de la mayoría de estas instituciones supone un 
quebrantamiento encubierto de las normas constitucionales que regu-
lan la composición de los órganos y los requisitos de sus miembros. 
La capacidad profesional, la independencia de criterio y el reconocido 
prestigio de los candidatos a integrarlas pasan a ocupar un lugar secun-
dario frente a la lealtad y obediencia hacia quienes les proponen y, como 
consecuencia de ello, el prestigio y la auctoritas de dichas instituciones 
fundamentales son erosionados ante el beneplácito de los principales 
actores responsables de salvaguardarlos.

7  M. García Pelayo, El Estado de partidos, Madrid, Alianza Editorial, 1986, p. 90.
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